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			Presentación

			En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho».

			El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos.

			La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica.

			Lo «Esencial del Derecho» también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país. 

			Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia. El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo rectoral.

		

	
		
			Introducción

			Este libro pretende aportar al estudiante y a todo aquel que lo lea conocimientos básicos sobre los principios, las fuentes y funciones, y las principales instituciones del proceso penal peruano.

			Como lo registra el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, la «esencia» es ‘lo más importante y característico de una cosa’ y «esencial» es la cualidad de ‘sustancial, principal, notable’. De ahí que el propósito de esta obra ha sido comprimir en poco más de 150 páginas los conocimientos fundamentales del proceso penal peruano para los estudiantes de Derecho, de modo que puedan ser considerados iniciados en esta carrera. Cabe añadir que no se ha hurgado demasiado en asuntos controversiales, aunque sí se han señalado aspectos polémicos que, sin duda, despiertan el interés de los estudiosos o incluso de la opinión pública: la detención preventiva, la colaboración eficaz, el principio de oportunidad, etcétera. 

			Otra acepción de la palabra «esencial» nos permite hacer una aclaración: ‘aquello que constituye la naturaleza de las cosas, lo permanente e invariable de ellas’. Indudablemente, en todo conocimiento, en búsqueda de la verdad, se tiende a investigar la naturaleza de las cosas, aquello que es permanente, inmutable, lo que no puede cambiar el legislador con publicaciones en El Peruano. De hecho, el llamado «carácter científico del derecho» se empeñó en ese ideal, en ­encontrar principios de racionalidad en la determinación de sus instituciones, más allá de todo tiempo y lugar; en este caso, el proceso penal. Lamentablemente, hoy esto es imposible. Los fenómenos criminales —que el proceso penal pretende prevenir, como parte del sistema penal— están mutando constantemente, sofisticándose, mimetizándose con la sociedad legal, intentando en lo posible cooptar al Estado y a la propia sociedad. 

			Ahora bien, reconocer la imposibilidad de verdades inmutables no significa que todo es relativo, que es otro extremo de pensamiento inadmisible en un Estado democrático de derecho que se rige por principios básicos: la sujeción a la ley y el respeto de los derechos fundamentales (especialmente, la dignidad humana). No todo vale. En una sociedad sería triste que los abogados se dedicaran solamente a interpretar lo que dice la ley, cuando esta no es representativa de los principios básicos del modelo de Estado. Precisamente, las reglas del derecho procesal penal y del derecho penal están entre las más sensibles del ordenamiento jurídico y representan una tentación para los legisladores. Por eso es importante conocer bien lo esencial del derecho procesal penal, aquello que no se puede quebrantar sin deslegitimarse per se. Si los estudiantes logran comprender estas cuestiones básicas, el tiempo de dedicación a esta obra habrá estado bien invertido. 

			El instrumento penal, tanto las leyes procesales como las sustantivas, pueden ser un arma arrojadiza en manos de quienes tienen el poder de definir delitos y determinar penas; como resultado, la consecuencia jurídica es la más grave y violenta de todo el ordenamiento jurídico. De ahí que también se hayan rodeado de garantías (principios) tanto la criminalización primaria (determinación de los delitos y penas) como la criminalización secundaria (proceso de imposición de la sanción). La preocupación por las garantías ha de regir todo el recorrido de la pena, incluso en su ejecución (criminalización terciaria) para que sea real; de otro modo, estaríamos ante un fraude de etiquetas, pues por la vía procesal podríamos agravar o ampliar las penas. Desde hace varios años, la dialéctica entre estos principios y la forma más eficaz de ­responder ante esas nuevas formas de criminalidad que producen gran daño social determina buena parte de la discusión actual. No hay que olvidar el uso populista de las leyes penales por parte de los políticos para acallar simbólicamente a la opinión pública, en busca de seguridad (lo cual es imposible). 

			Al presentar este libro debe llamarse la atención sobre la necesaria relación funcional entre el derecho penal material y el derecho procesal penal, porque no es posible aplicar la ley penal sin un proceso penal, y no existe proceso penal sin ley penal. La división del conocimiento es meramente una cuestión propedéutica para facilitar el estudio y la comprensión de áreas tan complejas, pero no cabe duda de que son disciplinas estrechamente condicionadas. Lamentablemente, debido a la amplitud del derecho y a la capacidad limitada del ser humano, en muchos casos, la especialización hace olvidar esta interdependencia. Así como los viejos profesores alemanes sabían filosofía del derecho, derecho penal y derecho procesal penal, quizás sería más productivo realizar estudios interdisciplinarios sobre fenómenos concretos para avanzar en una propuesta que combine garantías y eficacia. 

			Autores como Hurtado Pozo y Prado Saldarriaga, en el Perú, o Gómez Colomer, en España, se han ocupado de esta necesaria mirada compartida de los problemas penales. Esta relación de dependencia se observa nítidamente en aspectos concretos de la discusión actual, como las dificultades de prueba de las categorías del delito, especialmente las que se refieren al aspecto subjetivo, como el dolo, que en muchos casos está condicionando su propia concepción (teoría del dolo cognitivo). 

			No podemos dejar de reconocer obras de grandes tratadistas peruanos que nos inspiraron, como César San Martín, Pablo Sánchez Velarde y José Neyra Flores, cuyos estudios son debidamente citados en este libro. Para concluir, un especial reconocimiento al abogado Roberto Vílchez Limay, de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, pues sin su colaboración no hubiera sido posible esta obra. Asimismo, un agradecimiento a la comisión encargada de la colección Lo Esencial del Derecho por la confianza en esta licenciada de la Pontificia Universidad Católica del Perú que hace años partió a la Universidad de Salamanca, pero que mantiene la esencia de sus estudios aprendidos en su alma máter. 

			Laura Zúñiga Rodríguez

		

	
		
			Capítulo 1. 
Características fundamentales del derecho procesal penal

			1. Las características esenciales del derecho procesal penal

			El derecho procesal penal es la rama del ordenamiento jurídico del ámbito del derecho público que sistematiza las normas, conceptos e instituciones referentes al proceso penal. En un Estado de derecho, la pena, la imposición del castigo más grave que posee el ordenamiento jurídico, debe darse acorde con una serie de garantías (o principios) que son consustanciales con el proceso penal. 

			A diferencia del derecho privado, el derecho penal solo puede ejercerse y ejecutarse con un proceso penal; por tanto, el derecho procesal penal y el derecho penal poseen una relación indisoluble, algo que no siempre es entendido ni practicado por la academia o por la judicatura en todos sus extremos. La división de saberes en este campo del derecho debe entenderse simplemente con fines didácticos y de especialización, pues, en realidad, la pena solo puede entenderse con un proceso penal y, a su vez, este es un instrumental para imponer la pena. En suma, el ius puniendi, entendido como la capacidad del Estado para imponer una pena por un delito cometido, solo puede ejercerse con un ­proceso penal, el cual, en un Estado de derecho, posee unos principios mínimos, unas reglas establecidas que se encuentran sistematizadas en el derecho procesal penal. 

			Como derecho procesal, ha de comprenderse bajo los siguientes tres ejes fundamentales: la jurisdicción, la acción y el proceso.

			• Jurisdicción penal

			Desde la Revolución francesa, una de las garantías fundamentales de la división de poderes es que el castigo más grave de un Estado lo deba imponer un juez independiente y natural. Dado que la pena ha sido utilizada históricamente para acallar al disidente o a los opositores políticos, y constituye la forma más violenta de reacción del Estado, una garantía fundamental del Estado democrático es la independencia del poder político de la persona que juzga y condena un delito. 

			• La acción penal

			La determinación de quienes pueden poner en marcha un proceso penal tiene también unas connotaciones especiales en el ámbito del derecho procesal penal, donde se expresa el carácter eminentemente público de este proceso. Si bien todo ciudadano posee el derecho a la tutela judicial efectiva de sus derechos, lo cierto es que el acceso a la justicia penal está tasado y existe un representante de la sociedad que tiene la potestad de ejercerlo de manera exclusiva y preminente en la mayoría de delitos: el fiscal. 

			• El proceso penal

			Desde el punto de vista general, «se entiende el proceso jurisdiccional como la serie o sucesión jurídicamente regulada de actos que se desarrollan en el tiempo tendentes a la aplicación o realización del derecho en un caso concreto» (San Martín, 2015, p. 4). Específicamente, el proceso penal posee la finalidad de hallar la verdad material (o judicial) de los hechos acontecidos y considerados delitos, determinar quién o quiénes son sus autores, y el grado de culpabilidad de cada uno de ellos. Ciertamente, la verdad material o real es imposible de conocer; de ahí que hoy se prefiera hablar de la tesis de la verdad como correspondencia; es decir, la correlación entre las aseveraciones fácticas con la actividad probatoria desplegada (Taruffo, 2005). Esta posición permite trascender la problemática entre la verdad formal (la sola convicción de los alegatos de las partes) y la verdad material. La introducción del principio de oportunidad y otras reglas donde puede consensuarse la resolución del conflicto penal ponen en jaque la verdad material, pues finalmente se aspira a algo más genérico, impartir justicia teniendo como base actuaciones, pruebas razonables para que el juzgador pueda dictar una resolución definitiva. 

			Ahora bien, en la realidad criminal hay también tres ejes, aunque distintos: los aparatos del Estado que investigan el delito, el imputado y la víctima. Es cierto que esta ha sido tradicionalmente postergada del conflicto penal, pero en los últimos tiempos su rol es cada vez más importante, ya sea, al menos, para favorecerse de la reparación civil (o indemnización) a causa del perjuicio ocasionado por el delito. Posturas como el abolicionismo o la victimología han apostado por dotar de una mayor capacidad de acción a las víctimas, incluso, planteando opciones como la justicia negociada o la mediación. 

			De lo anteriormente indicado se pueden colegir las siguientes características esenciales del derecho procesal penal:

			
					Forma parte del derecho público. Por tanto, posee normas rígidas, normalmente innegociables y determinadas por la ley (principio de legalidad), que son impuestas por autoridades públicas, el juez y el fiscal. El juez penal posee la potestad de imperio para condenar a una persona por la comisión de un delito e impone una pena (una privación de derechos fundamentales). Es también un corolario del monopolio de la potestad punitiva del Estado, que solo puede ser ejercida por una autoridad estatal. 

					Es un derecho autónomo. Es especialmente relevante distinguirlo del derecho administrativo sancionador, pues se trata del ordenamiento más próximo. Si bien en ambos casos estamos ante una capacidad sancionadora, la diferencia es que la asume un juez independiente del Poder Ejecutivo. Puede, además, distinguirse por la gravedad de los supuestos, pues al proceso penal le cabe ocuparse de los delitos, que son las afrentas más graves al ordenamiento jurídico. Y, por último, deben resaltarse los límites de una autoridad administrativa en esa capacidad sancionadora, pues no podría nunca privar de libertad a un ciudadano.

					Es instrumental. Todo proceso, como su nombre lo indica, es un medio para un fin específico. Se trata de aplicar la ley penal al caso concreto; por tanto, de indagar la verdad judicial de los hechos acaecidos. A fin de cuentas, todo delito es un conflicto que el juez debe resolver en el proceso penal, investigando los hechos tal y como realmente han sucedido. Este carácter instrumental dota al proceso penal de relevancia especial para la efectividad del derecho penal. 

			

			2. Las funciones del derecho procesal penal

			Como resulta lógico, las funciones del derecho procesal penal son las correspondientes al derecho penal. 

			El derecho del Estado a penar. El Estado ejerce el ius puniendi por medio del proceso penal y las finalidades que el Estado persigue con el castigo penal se materializan en todas las fases del juzgamiento penal. Por medio de la justicia penal, el Estado pretende prevenir la criminalidad; esto es, a través del juzgamiento y la condena de los delitos envía un mensaje a la sociedad sobre el funcionamiento de las instituciones de justicia y el cumplimiento de las normas penales (prevención general). Recordemos a Beccaria, quien sostenía que para que la pena cumpla sus fines de prevención general debe ser pronta y cierta. 

			La protección de los derechos fundamentales del imputado. La decisión judicial de un proceso penal conlleva la pérdida de algunos derechos fundamentales del procesado; entre ellos, la pérdida de uno de los bienes más preciados, la libertad. El juez penal posee autoridad para decidir sobre la libertad, el patrimonio, el honor del imputado; por tanto, sus decisiones han de estar fundadas en el derecho, esto es, sujetas a una serie de principios de tutela de los derechos que le corresponde como ciudadano de un Estado democrático. Fundamentalmente, se trata de que el Estado pruebe su culpabilidad, pues se parte de su inocencia (presunción de inocencia) y garantizarle una defensa en el proceso penal. 

			La tutela judicial de los derechos de la víctima. El Estado posee el monopolio de la determinación y aplicación de los delitos y de las penas. Nadie puede hacerse justicia por mano propia. En consecuencia, en el proceso penal también han de tutelarse los derechos de las víctimas a una justicia efectiva. El delito ha significado la lesión de bienes jurídicos de sujetos concretos (víctima y sujetos pasivos) que el juez, en el proceso penal, debe esclarecer (verdad judicial). Debido a los daños ocasionados por el delito, la víctima tiene derecho a una reparación o indemnización, por lo cual le asiste el derecho a intervenir en el proceso penal (artículos 98 y 194 del Código Procesal Penal, en adelante CPP). En el proceso penal se acumula obligatoriamente la acción civil resarcitoria a la acción penal, salvo que la víctima decida ejercer su pretensión por la vía civil (artículo 12.1 del CPP). 

			La reinserción del penado. Dado que uno de los fines de la pena es la reinserción del penado —esto es, que no vuelva a delinquir—, en el proceso penal el juez debe atender este extremo, especialmente en el momento de la determinación individual de la pena, en la que establecerá el grado de culpabilidad del acusado, la concurrencia de agravantes y atenuantes, etcétera. Ahora bien, a lo largo de todo el proceso, el juez y el fiscal pueden tomar decisiones que afectan derechos fundamentales (prisión provisional, escuchas telefónicas, etcétera).

			Búsqueda de la verdad judicial o la resolución de un conflicto penal. Como se ha afirmado, hoy se cuestiona la búsqueda de la verdad material o real de los hechos, puesto que no es posible lograrlo fehacientemente; más bien se habla de la verdad como correspondencia; es decir, la correlación entre las aseveraciones fácticas con la actividad probatoria desplegada. La tesis de la verdad material también resulta rebatida en procesos especiales (terminación anticipada) o en los criterios de oportunidad, donde existe una prevalencia del aspecto consensual, en los que no necesariamente se consigue aquella, sino, simple y llanamente, la resolución de un conflicto de interés penal. De ahí que prefiramos hablar de verdad judicial, como la base razonablemente fundada de la decisión (Taruffo, 2005). 

			Ciertamente, resolver todas estas pretensiones en un juicio penal no es tarea fácil, pues en la práctica pueden colisionar entre sí. Suele suceder, por ejemplo, que los derechos del imputado entran muchas veces en conflicto con los derechos de las víctimas; o la finalidad de búsqueda de la verdad judicial con los derechos fundamentales del imputado; asimismo, la búsqueda de la reinserción social del penado con las pretensiones de justicia de las víctimas, etcétera. Estos conflictos suelen estar resueltos en las normas procesales penales (principio de legalidad), pero en muchos casos los operadores jurídicos tendrán que regirse por un juicio de ponderación (principio de proporcionalidad), motivando la resolución con criterios de adecuación, necesidad y proporcionalidad estricta.

			3. Características del proceso penal peruano

			En 1991 se aprobó un nuevo Código Penal que tendría que implicar también un nuevo Código Procesal Penal (de 1991). Este sufrió una serie de revisiones y reformas, entre otras su adaptación a la Constitución Política de 1993. Hasta que se promulgó, en 2004, el Nuevo Proceso Procesal Penal, elaborado sobre la base de un modelo acusatorio. Este se basa en una clara repartición de funciones entre el fiscal y el juez penal. El fiscal investiga, y prueba el delito y la responsabilidad penal; en tanto, el juez se encarga del juzgamiento y de dictar la sentencia que corresponda con imparcialidad (Neyra, 2015). 

			Las reglas rectoras de este modelo son las siguientes:

			
					Respeto irrestricto de los derechos fundamentales de los imputados.

					Separación de funciones de investigación y de juzgamiento.

					El Ministerio Público tiene a su cargo la investigación del delito.

					El juez, en la etapa de investigación, tiene como principal función el control de garantías; y en el juicio oral es un tercero imparcial que se encarga de emitir la decisión final.

					Se regulan mecanismos de simplificación procesal: principio de oportunidad, terminación anticipada, la conformidad, entre otros.

					Se implanta el sistema de audiencias para la toma de decisiones judiciales que afectan derechos fundamentales durante el desarrollo del proceso penal, como prisión preventiva, acusación, etcétera, las cuales se rigen por los principios de inmediación, contradicción, publicidad y oralidad.

					El juzgamiento es la etapa estelar del proceso penal, donde se solventan las pruebas que han de sustentar válidamente la sentencia.

					La garantía de la oralidad es la esencia misma del juzgamiento.

					El juez no puede condenar a una persona distinta de la acusada, ni por hechos distintos a los imputados.

					La libertad del imputado es la regla durante todo el proceso. 

			

			El Nuevo Código Procesal Penal, de 2004, se adscribe a un movimiento de reforma en toda América Latina, en pos de acabar con todo vestigio del sistema inquisitorio, con claro influjo del modelo de los Estados Unidos de América. Por supuesto que posee aspectos rescatables, como la oralidad, la contradicción, la clara división entre investigación y juzgamiento, especialmente. Sin embargo, no pocos autores son críticos de esta influencia estadounidense que corresponde al modelo jurídico Common Law, en el que rige el principio de oportunidad, muy distinto al modelo eurocontinental, presidido por el principio de legalidad. Efectivamente, la justicia negociada que rige en el sistema estadounidense —con gran protagonismo del fiscal y con innumerables posibilidades de finalizar el proceso antes de llegar al juicio oral— no corresponde a nuestra tradición jurídica. La fiscalía en los Estados Unidos participa en los acuerdos para reducir condenas; la justicia estadounidense tiene grandes márgenes de arbitrio en este sentido, inconcebibles en nuestro derecho penal, regido estrictamente por el principio de legalidad. 

			El Nuevo Código Proceso Penal, de 2004, que entró en vigencia con el decreto legislativo 957, se adscribe a un sistema acusatorio contradictorio, respetuoso de los derechos fundamentales del imputado. Las siguientes son las características fundamentales de este sistema acusatorio (Neyra, 2015): 

			
					Primero, la separación de las funciones procesales de investigación y juzgamiento. En el sistema inquisitivo, estas se confunden y se reúnen en la persona del juez. Se trata de encomendar estas funciones de manera separada e independiente para garantizar el equilibrio procesal y el juicio sereno, por medio de la contradicción de las partes adversas (acusación y defensa) frente a un tribunal imparcial. 

					Segundo, derivada de la característica anterior, el inicio del proceso por sujeto distinto del juez (nemo idex, sine actore). El fiscal inicia el proceso penal. 

					Tercero, la carga de la prueba de exculpación pesa sobre el acusado. Este sistema está diseñado como una lucha entre el procesado y el investigador. Esta característica se ubica, especialmente, en la actividad probatoria, en el juicio oral (carga dinámica de la prueba); no obstante, no es un rasgo propio del sistema acusatorio contradictorio, toda vez que, por ejemplo, el fiscal, en la investigación preparatoria, también puede recabar elementos de prueba de descargo y, al final, archivar o sobreseer la causa (en virtud del principio de objetividad). Se podría, más bien, resaltar que al Ministerio Público le corresponde la carga de la prueba sobre la determinación del hecho delictivo y la intervención de los sujetos como autores o partícipes.

					Cuarto, en el esquema acusatorio no se admite un monólogo del juez con la prueba, sino que se requiere un enfrentamiento entre las partes, las cuales, mediante afirmaciones, refutaciones, pruebas y contrapruebas, argumentos y contraargumentos podrán otorgarle una buena base para que, como tercero, decida correctamente.

					Quinto, la precisión y carácter circunstanciado de la imputación e inalterabilidad de los hechos que se imputa al procesado, en todas las fases del proceso. El titular de la acción penal, el fiscal, tiene que señalar de manera concreta las circunstancias de tiempo, lugar y modo de los hechos que se le atribuyen al imputado o acusado. 

					Sexto, la oralidad; esto es que las principales diligencias del proceso se realicen en audiencias orales para garantizar la inmediatez del juez con las actuaciones procesales y valorar la fuente oral.

					Sétimo, la máxima publicidad. El sistema acusatorio se caracteriza especialmente por la posibilidad de acceso al público y a los medios de comunicación.

					Octavo, el máximo respeto por los derechos fundamentales del imputado. Al tratarse de derechos fundamentales consagrados en la Constitución política y en las convenciones de derechos humanos, la fundamentación de las restricciones de derechos que suponen las actuaciones procesales (medios de prueba, prisión preventiva, etcétera) son de especial aplicación las sentencias del Tribunal Constitucional y las de la Corte Interamericana de Derechos Humanos correspondientes. 

			

			Como se observa, todas las características del proceso penal se definen a partir de principios o garantías para la consecución de un proceso justo, con respeto de los derechos fundamentales del imputado, a los efectos de nunca condenar a un inocente. 

			4. La norma procesal y el proceso penal

			Resulta importante establecer la naturaleza de la norma procesal para distinguirla de la norma penal, especialmente relevante para el tempus de aplicación y otras particularidades. En principio, el sistema jurídico penal es único, un todo concordado para agenciar la aplicación de la ley penal cuando se ha producido un delito en la sociedad. Sin embargo, es relevante hacer una distinción —en varios aspectos— entre la norma procesal y la norma material, siguiendo a San Martín (2015):

			
					En cuanto a su eficacia temporal, la norma penal puede aplicarse retroactivamente cuando es favorable al reo; en tanto, la norma procesal rige inmediatamente (tempus regis actum). 

					Puede utilizarse la analogía en el ámbito procesal penal, pero nunca en el ámbito penal material.

					El régimen de impugnación de las resoluciones distingue el ámbito procesal del ámbito normativo penal material. 

					En el alcance de la infracción de las normas, la infracción de una norma procesal no excluye absolutamente la pretensión, mientras que el éxito de esta última sí que depende de las normas materiales. 

			

			Siguiendo a San Martín: «Son normas procesales las que regulan materias procesales y tienen por objeto el proceso; afectan a los órganos jurisdiccionales, sujetos procesales, situaciones y actos procesales, y a la regulación del proceso» (2015, p. 22). Sin embargo, se discute especialmente la posibilidad de aplicar la ley procesal más favorable —que en principio solo es aplicable a la ley material— cuando afecta derechos fundamentales, como la libertad; por ejemplo, la prisión preventiva. No cabe duda de que, incluso tratándose de normas procesales que deben aplicarse inmediatamente, afectan un derecho fundamental básico, por lo que se consideran penas anticipadas y se aconseja un tratamiento de norma material. 

			Las normas procesales penales, al pertenecer al ámbito del derecho público, son de carácter irrenunciable. A diferencia de las normas del derecho privado, no caben acuerdos entre las partes, ni actuaciones privadas por fuera del proceso penal, salvo las que la ley disponga. Durante todas las fases del proceso penal rige el principio de legalidad; esto es, el carácter vinculante y obligatorio de todas las normas procesales para todas las partes. En consecuencia, las normas procesales son de carácter imperativo, de necesaria aplicación en todos sus términos cuando se presente el supuesto de hecho previsto.

			La aplicación espacial de las normas procesales penales, al igual que las normas materiales, rige en todo el territorio de la república (artículo 54 de la Constitución). Así, todo acto procesal que se lleve a cabo en el Perú por jueces peruanos se realizará conforme al Código de Procedimientos Penales. Ahora bien, el propio Código Penal (artículos 2-4) dispone la aplicación de la ley penal para otros supuestos, que son los llamados «principios de competencia real», de personalidad activa, personalidad pasiva y competencia universal, que a continuación se detallan: 

			
					Competencia real. Cuando el Estado peruano tiene especial interés en el bien jurídico lesionado. Ejemplo, casos de rebelión o de falsificación de moneda.

					Personalidad activa. El juzgamiento de ciudadanos peruanos que cometen delitos en el extranjero, pero que el Estado peruano tiene interés en juzgar, de acuerdo con determinados criterios. 

					Personalidad pasiva. El juzgamiento de delitos cometidos en el extranjero en los que el ofendido (sujeto pasivo) es nacional, bajo determinadas condiciones. 

					Competencia universal. Correspondiente a los supuestos de justicia universal cuando se trata de la persecución de delitos que vulneran derechos humanos de ius cogens. 

			

			La aplicación de las normas procesales peruanas en el extranjero y de las normas procesales extranjeras en la jurisdicción peruana se encuadra en las cuestiones de cooperación judicial internacional. El carácter transnacional de buena parte de la criminalidad organizada y económica obliga a la colaboración entre distintas jurisdicciones de diversos países para investigar, juzgar y condenar delitos cometidos en diversos territorios. El principio de territorialidad, vigente desde el siglo XVIII, ha sido socavado con creces por una criminalidad que no conoce fronteras, especialmente la cometida por internet (los ciberdelitos). Cada vez es más acuciante la necesidad político-criminal de establecer mecanismos de cooperación judicial internacional reforzados para hacer frente a estos nuevos y amenazantes fenómenos criminales. 

			El Código Procesal Penal regula los actos considerados de cooperación judicial internacional (Sánchez, 2009): 

			
					La extradición.

					La notificación de resoluciones y sentencias.

					La notificación de testigos y peritos para que declaren.

					La recepción de testimonios y declaraciones.

					La exhibición y remisión de documentos, o copias de ellos.

					La remisión de documentos e informes.

					La realización de indagaciones e inspecciones.

					El examen de objetos y lugares.

					La práctica de bloqueo de cuentas bancarias, embargos, incautaciones de bienes, inmovilización de activos, registros domiciliarios, allanamientos, control de las comunicaciones, entre otras diligencias.

					El facilitar la información y elementos de prueba.

					El traslado de detenidos procesados o condenados para que declaren como testigos.

					El traslado de condenados extranjeros para que cumplan su pena en su país de origen o el traslado de condenados peruanos para que cumplan su pena en territorio peruano.

					Los actos de asistencia establecidos por el estatuto de la Corte Penal Internacional. 

			

			En cuanto a la aplicación temporal de la norma procesal, como se ha dicho, rige el principio de aplicación inmediata de la ley procesal, incluso en los procesos en curso. Sin embargo, existen normas procesales que tienen efectos en la perseguibilidad y duración de las penas, que son consideradas de naturaleza mixta, pues se sitúan en la frontera del derecho penal material y procesal. Tal es el caso de las condiciones, presupuestos, impedimentos de perseguibilidad o la prescripción, que se consideran normas procesales con efectos sustanciales. Se considera que han de regir también los criterios materiales de irretroactividad de la ley y retroactividad de la ley más favorable, cuando la nueva ley procesal afecta derechos fundamentales, como la libertad personal (detención, prisión preventiva), libertad domiciliaria, garantías de defensa procesal, etcétera. 

			En lo referente a la aplicación personal de la norma procesal, la ley procesal se aplica por igual a todos los ciudadanos mayores de edad. Las inmunidades conocidas en el derecho penal material correspondientemente suponen la no aplicación de la ley procesal. La Constitución peruana prevé tres instituciones: 

			
					La acusación constitucional (artículos 99 y 100 de la Constitución). La imputación por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones por altos funcionarios públicos y hasta cinco años después de que hayan cesado en sus cargos requiere la previa autorización del Congreso.

					La inmunidad (artículos 93.3, 161.3 y 201.2 de la Constitución). A diferencia de la acusación constitucional, se circunscribe a los delitos comunes cometidos por altos funcionarios públicos y está destinada a proteger la posición institucional del órgano constitucional concernido (STC 0026-2006-PI/TC). 

					El aforamiento (artículo 100 de la Constitución). Se circunscribe a los delitos que cometan en el ejercicio de sus funciones los altos cargos señalados en el artículo 99 de la Constitución. En estos casos los juzgamientos se someten a un fuero distinto al común y están vinculados a la acusación constitucional. 

			

			5. Las relaciones entre el derecho penal y el derecho procesal penal

			La separación de las ramas del derecho, como sucede con el conocimiento, es una cuestión de especialización, clasificación de saberes de acuerdo con criterios operativos, dado lo inconmensurable de estos. No obstante, existen ramas jurídicas naturalmente próximas, incluso dependientes. Es el caso del derecho penal y del derecho procesal penal. Esto es así porque ambos poseen una pretensión común: la aplicación más certera posible de la ley penal para que esta cumpla sus finalidades de prevención general y prevención especial. En suma, se puede decir que tanto al derecho penal como al derecho procesal penal les incumbe la tarea de desarrollar la política criminal de un Estado para prevenir la delincuencia. 

			Desde que se entiende el derecho penal como uno de los tantos instrumentos de control social con finalidades preventivas, es necesario comprender la justicia penal como parte de un sistema en el que también caben el derecho penitenciario, el derecho penal juvenil, la criminología y la política criminal. De manera que, si se pretende evaluar el funcionamiento del sistema penal, es necesario verificar el cumplimiento normativo formal y material de todas estas disciplinas en su conjunto, pues todas ellas son partes de un todo. 
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